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La propiedad de los bienes 
de uso público

Ownership of public assets available for public use
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Este trabajo aborda la experiencia 
colombiana en materia de propiedad 
pública, desde dos aspectos: i) el 
régimen constitucional y legal de los 
bienes públicos en el Derecho colom-
biano; y, ii) la confi rmación de la exis-
tencia de la propiedad pública de los 
bienes públicos.
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Introducción

Si el dominio público tiene la capacidad de excitar las mentes, tal como 
lo afi rmó A. de Laubadère en los años 19501, es en gran medida por-
que se encuentra ligado a la evolución del derecho de propiedad. En 
efecto, la existencia, alcance y naturaleza del derecho que las personas 
públicas ejercen sobre los bienes que allí se incluyen tiene un lugar 
primordial en este debate. Toda teoría sobre la materia ha pasado 
bajo la lupa de brillantes juristas. Las tesis clásicas han sido objeto de 
disputas constantes, animando a los teóricos de cada época y, aunque 
sea cierto que a cada momento le corresponde una visión a la cual la 
doctrina está ávida de adherir, son las épocas las que cambian, las ne-
cesidades sociales y económicas hacen necesaria la creación de nuevas 
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herramientas conceptuales que permitan al Derecho adecuarse a dichos 
cambios.

Las diferentes teorías que han intentado explicar la relación que 
liga a las personas de derecho público respecto de los bienes que, a 
falta de una mejor expresión en esta etapa del presente artículo, se 
encuentran a su cargo, han seguido indefectiblemente la evolución de 
dos instituciones de igual importancia para el tema que ahora desarro-
llamos: la del Estado, por un lado y la de la propiedad, por el otro. No 
es sorprendente que en un momento histórico en que el concepto de 
propiedad imperante sea aquel que la considera sagrada, absoluta e 
inviolable2, se haya asumido sin mayor debate que el Estado no podía 
ser titular de un derecho de tal entidad frente a los bienes de uso públi-
co, a lo sumo podía detentar un derecho de guarda y superintendencia; 
sin embargo, a medida que el concepto de propiedad cambió –como 
lo hizo, a partir de la idea de función social de la propiedad o de afec-
tación al interés general–, y el de Estado también –cambio generado 
principalmente por la asunción de actividades de tipo prestacional y/o 
económicas, más allá de las tradicionales de policía–, es una conse-
cuencia normal que el análisis teórico de la mencionada relación haya 
mutado, es decir, que se pueda llegar a considerar que el Estado puede 
ser titular de un derecho de propiedad respecto de los bienes de uso 
público, propiedad delimitada por la naturaleza de los especiales fi nes 
que las personas de derecho público buscan cumplir mediante ellos, 
pero propiedad al fi n y al cabo.

La fi nalidad de este trabajo es la de realizar una presentación muy 
puntual sobre la experiencia colombiana en materia de propiedad pú-
blica, con la esperanza de que los planteamientos que se harán puedan 
nutrirse con el ejercicio de comparación y estos lleguen a ser, a su vez, 
inspiración para otros ordenamientos jurídicos. Resulta importante dejar 
claridad respecto de la ausencia de una posición coherente por parte de 
las Altas Cortes colombianas –Consejo de Estado, Corte Constitucional y 
Corte Suprema de Justicia–, en estos temas, ya sea por la falta de inte-
rés que desde antaño ha tenido la materia de los bienes públicos o bien 
por cierta desidia intelectual de parte de la doctrina que la ha dejado 
desamparada en el necesario ejercicio de dotar de coherencia a un tema 
tan complejo como el que nos reúne en esta oportunidad.

A pesar de lo anterior, es dable distinguir un régimen constitucio-
nal y legal de los bienes públicos en el Derecho colombiano (I), cuya 
contundencia resalta la existencia de la propiedad pública de los bienes 
públicos (II).

2 En los términos del art. 17 de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano, 
1789.
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I. El régimen constitucional y legal de los bienes públicos en 

Colombia

Según la posición tradicional, como se verá a continuación, el sistema 
de los bienes públicos en Colombia se encuentra basado en una divi-
sión binaria, clásica, de los bienes públicos: los bienes de uso público 
y los bienes fi scales, cada uno con características propias, dando lugar 
a dos regímenes jurídicos más o menos diferentes según las categorías 
en cuestión. Sin embargo, las costumbres y los esquemas de la colonia 
romperían con esta división pacífi ca con la inclusión de los bienes bal-
díos que eran considerados propiedad del Estado. La gestión de estos 
bienes es el punto entre dos mundos que, aún hoy, conviven e impiden 
la construcción de una teoría general aplicable al conjunto de los bienes 
públicos. Dos mundos, el uno colonial, el otro, moderno, el primero fun-
dado en la propiedad ligada a la tierra, otorgada por el rey, el segundo, 
buscando la efi ciencia en la gestión de una propiedad pública moderna.

En la actualidad no sería excesivo afi rmar que, a pesar de lo seña-
lado por la jurisprudencia colombiana, los aspectos más importantes 
del Derecho de los bienes públicos no se encuentran en el Código Ci-
vil, el cual aporta una clasifi cación –ya agotada– de los bienes públicos 
así como algunas normas para su gestión. Además, el alcance de estas 
disposiciones ha sido sobredimensionado por la jurisprudencia y la doc-
trina. Es el mérito de una clasifi cación tan general que puede englobar 
todos los bienes públicos, pero cuyo contenido y consecuencias son 
de difícil interpretación. Este abanico normativo fue modifi cado por la 
Constitución Política de 1991 (2), la cual constitucionalizó el régimen 
de los bienes de uso público, consagró un régimen de protección para 
ciertos bienes y estableció una habilitación legislativa genérica para 
crear regímenes especiales de bienes públicos y privados basados en 
la protección del interés general, es un sistema de difícil inclusión en 
las categorías incluidas en el Código Civil (1), pero que se erige en el 
único medio para entender el tratamiento que el ordenamiento jurídico 
colombiano le ha dado a los bienes públicos.

1. La situación previa: la regulación de los bienes públicos en el 
Código Civil

En los tiempos de la colonia coexistían dos tipos de propiedad pública, 
inspiradas en la clasifi cación de los bienes en el principado romano: por 
un lado, la propiedad real, que se aplicaba de dos maneras, el dominio 
eminente sobre todos los bienes que se encontraran en el territorio 
–confusión entre propiedad y soberanía–, y el derecho de propiedad 
sobre los terrenos que no se hubieren cedido a los particulares o a 
algún municipio, se trataba de los bienes baldíos sobre los cuales exis-
tían amplios poderes derivados de la propiedad; por el otro, existía la 
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propiedad municipal que se predicaba de los terrenos cedidos en las 
capitulaciones reales o adquiridos por actos jurídicos posteriores, estos 
bienes eran de dos tipos, los bienes comunales de uso común y los bie-
nes de propios3. Las dos categorías se encontraban sometidas, según 
las diferentes normas y épocas, a regímenes de Derecho Público que 
iban desde la inalienabilidad absoluta hasta un poder de gestión priva-
da de dichos bienes, siempre teniendo en cuenta la satisfacción de los 
intereses locales.

Se trata del mismo modelo –con algunas adecuaciones–, que 
adoptó el Código Civil colombiano en los arts. 674 y 675 según los 
cuales, respectivamente: “[s]e llaman bienes de la Unión aquellos cuyo 
dominio pertenece a la República //Si además su uso pertenece a todos 
los habitantes de un territorio, como el de calles, plazas, puentes y ca-
minos, se llaman bienes de la Unión de uso público o bienes públicos 
del territorio//Los bienes de la Unión cuyo uso no pertenece general-
mente a los habitantes, se llaman bienes de la Unión o bienes fi scales” 
(art. 674); por otro lado, “[s]on bienes de la Unión todas las tierras que 
estando situadas dentro de los límites territoriales carecen de otro due-
ño” (art. 675). Según esta división, la propiedad pública en Colombia se 
compone de dos categorías de bienes4: los bienes de uso público y los 
bienes fi scales, en esta última, según la presentación doctrinal clásica, 
se encuentran los bienes baldíos.

Un análisis inmediato del art. 674 permite realizar las siguientes 
afi rmaciones que guiarán toda la interpretación normativa de los bie-
nes públicos. En primer lugar, el Código Civil reconoce textualmente la 
propiedad pública5; en efecto, el art. 669 establece que propiedad es 
sinónimo de dominio6, punto sobre el cual volveremos más adelante. 
Es posible afi rmar entonces que los bienes cuyo dominio pertenece a la 
República son objeto de un derecho de propiedad –resta determinar si 

3 Sobre estos puntos ver PIMIENTO 2014 (en prensa).
4 Esta división se encuentra también en el derecho alemán aunque con algunas modifi ca-
ciones. Cfr. FORSTHOFF 1969, 544-546, particularmente en lo que tiene que ver con la exis-
tencia de dos patrimonios de las personas públicas: el patrimonio fi nanciero –aplicación 
del derecho civil– y un patrimonio administrativo –expresión del derecho público–, habría 
entonces cosas privadas de la administración y cosas públicas. 
5 Se puede afi rmar sin duda alguna que Andrés Bello admitía esta propiedad, aún más 
que era similar a la de los particulares. BELLO 1954, 82.
6 Esta identidad existía en el derecho romano, así, “[l]a lengua de Platón –explica Jean 
Gaudemet– conocía entonces el dueño (dominus), la situación de pertenencia de los bienes 
en benefi cio del hombre (meum esse), pero no el derecho de propiedad. El signifi cante 
será posterior al signifi cado. El término dominium para designar el derecho de propiedad 
solo aparece hacia la mitad del siglo I antes de nuestra era”, y más adelante confi rma ha-
ciendo alusión a la mancipium que “la palabra no tomará el sentido de derecho adquirido 
por el acto de transferencia sino hasta el siglo I. D.C.., en una época en la que dominium et 
proprietas ya designaban la propiedad”, GAUDEMET 1995, 10 y 11.
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se trata de la propiedad privada o de un derecho distinto7–; en segundo 
lugar, no se trata de la misma división que comenzaba a consolidarse 
en Europa en la misma época entre dominio público y dominio privado, 
fundada en la afectación de un bien a una fi nalidad de interés gene-
ral, ya que todos los bienes se encuentran sometidos a un derecho de 
propiedad, la distinción no es necesaria puesto que lo que se tiene en 
cuenta es la apropiación por parte del público del uso del bien; en ter-
cer lugar, la categoría bien fi scal es residual, lo que quiere decir que a 
ella pertenecen los bienes que no se encuentren afectos al uso público.

La doctrina colombiana en materia de bienes públicos, aunque 
siempre evadió cualquier construcción teórica, siguiendo en la mayo-
ría de los casos la división consagrada en el Derecho positivo8, intentó 
forjar clasifi caciones innovadoras a partir de los textos légales y jurispru-
denciales, a tal punto que ilustres administrativistas colombianos de la 
segunda mitad del siglo XX, como Eustorgio Sarria, llegaron a afi rmar 
que la mencionada clasifi cación era inútil9.

Estas construcciones tuvieron el mérito de interpretar el Derecho 
positivo a partir de acercamientos distintos y novedosos; sin embargo, 
están marcadas por el pragmatismo y, en los más de los casos, su fun-
damento lo constituyen teorías extranjeras –por ejemplo, el dominio 
público y el privado, el servicio público francés– sin tener en cuenta 
el avance de los debates surgidos en torno a estos conceptos en el 

7 Sobre este punto, PIMIENTO 2014, Título I de la primera parte.
8 En particular GÓMEZ 1960, 60 y ss., RODRÍGUEZ 2008, 180-190 (asume una posición mixta 
puesto que comienza explicando que los fundamentos teóricos de la relación frente a 
los bienes públicos es el dominio eminente, el dominio público y el dominio privado, sin 
embargo, continúa explicando las particularidades de los bienes de uso público y de los 
bienes fi scales) y VELÁSQUEZ JARAMILLO 2008, 61-96.
9 Así, según SARRIA 1978, 239 y 241 respectivamente, la summa divisio del Código Civil 
es inútil, puesto que se funda sobre criterios fi cticios, la única razón, para el autor, que 
permite una construcción satisfactoria en la materia es la afectación al servicio público. 
Siguiendo a L. Duguit, este autor considera que el Estado no puede ser titular de bienes 
que no sean necesarios para un servicio público, “lo que sucede es que, en relación con 
algunos bienes adscritos a las actividades y servicios públicos ofi ciales, los gobernados 
tienen un uso más frecuente y directo, mientras que respecto de otros lo tienen restringi-
do. Este hecho explica racionalmente la distinción entre bienes del Estado de uso público 
y bienes que no tienen esa característica” y concluye “al desarrollarse una actividad o 
servicio públicos, los gobernados en general entran en contacto con la organización o 
empresa respectiva, con los bienes que forman parte de ella. Y este contacto es lo que 
determina el uso de los bienes que, por estar vinculados a la actividad o servicios pú-
blicos, el Estado posee”. Según Copete Lizarralde habría, en el derecho colombiano, 
unos bienes de uso público, los bienes afectos a un servicio público, los bienes fi scales 
adjudicables y los bienes que el Estado recibe en su patrimonio, esta posición es cercana 
a la de escala de demanialidad que le sirve de inspiración, COPETE LIZARRALDE 1960 y 1955, 
243-247. Esta teoría fue seguida también por GUTIÉRREZ MUÑOZ 1962, 92-121. Estos dos 
autores abogan por una propiedad pública partiendo del dominio público como sinónimo 
de bienes públicos.
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Derecho extranjero y de su inadaptación a las especifi cidades del De-
recho colombiano. La clasifi cación del Código Civil no es inútil como se 
pudo afi rmar, aunque se puede pensar que ella no tiene consecuencias 
jurídicas reales. Lo cierto es que en la realidad puede seguir siendo 
útil para explicar el Derecho de los bienes públicos: decimos que no 
tiene consecuencias jurídicas, porque la Constitución si bien utiliza la 
categoría de bienes de uso público, deja de lado los bienes fi scales 
que no tienen un contenido uniforme ni un régimen jurídico único que 
se pueda ligar a la categoría10; es necesaria, sin embargo, porque se 
encuentra en el Derecho positivo y a pesar del paso del tiempo no ha 
dejado de ser utilizada por la jurisprudencia. Además la generalidad de 
su formulación permite el reconocimiento de una conclusión indiscu-
tible: en el Derecho colombiano existen, por un lado, los bienes cuyo 
uso se encuentra a disposición de todos los ciudadanos, que cuentan 
con una protección constitucional especial, y por el otro, los bienes que 
no tienen esta especial destinación, a pesar de que cuentan con una 
protección por parte del ordenamiento jurídico –Constitución, leyes o 
decretos, según cada caso–; por ello toda construcción teórica debe 
tener en cuenta esta realidad.

2. La Constitución de 1991: Propiedad y afectación al interés general

El art. 63 de la Constitución Política de 1991 es una novedad en el or-
denamiento jurídico colombiano; antes de su promulgación no existía 
una disposición ni en las Constituciones ni en las leyes que le fuere 
comparable. En efecto, las Constituciones precedentes, particularmen-
te la de 1886, trataron los bienes públicos de manera limitada a cuatro 
tipos de normas: unas referidas al territorio y a los bienes públicos que 
hacen parte del mismo (art. 4); otras referidas a la propiedad del Es-
tado o de las entidades territoriales de ciertos bienes al momento del 
cambio de régimen constitucional, y las competencias necesarias para 
su gestión (art. 76-9 et 17, 185, 188 y 202); y fi nalmente, una serie de 
artículos relativos a la propiedad, particularmente en materia de colo-
nización de los antiguamente denominados territorios nacionales (art. 
76-22) y de función social de la propiedad agregada en 1936 (art. 32). 
Sin embargo, ninguna de ellas elevaba a rango constitucional el régi-
men jurídico de los bienes de uso público. Se trataba principalmente de 
normas que buscaban esclarecer la situación jurídica de ciertos bienes y 
establecer una distribución de las competencias administrativas que les 
concernían; en ninguna parte se encuentra una disposición constitucio-
nal específi ca respecto de los bienes de uso público.

La Constitución de 1991 es mucho más puntual en la materia: su 
art. 63 establece que“[l]os bienes de uso público, los parques naturales, 

10 PIMIENTO 2011, 207 a 221.
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las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el pa-
trimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine 
la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables”. Esta es una 
disposición de una simplicidad aparente en atención a los bienes que 
protege, puesto que parece admitirse que los bienes de uso público es-
tán sometidos a lo que hemos, en varias ocasiones11, llamado el tríptico 
de protección (inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad); 
nadie duda, por otro lado que dicha situación jurídica bien podría pre-
dicarse de las tierras comunales de grupos étnicos e indígenas, fi nal-
mente ¿quién duda de la importancia del patrimonio arqueológico para 
proteger la memoria histórica del país?

Sin embargo, si se mira con detenimiento la norma, la simplicidad 
no es más que aparente por varias razones. En primer lugar, se encuen-
tran las disposiciones relativas a los bienes de uso público: el art. 63 
constitucionalizó el régimen jurídico de los bienes de uso público, lo 
que no merecería un análisis más profundo si la ley o la jurisprudencia 
hubieren dado una defi nición de estos bienes o que al menos se hubie-
ren establecido criterios claros en cuanto a la determinación de lo que 
es el uso público o del alcance de las tres reglas de protección. Es pro-
bable que esta disposición sea una necesidad, puesto que si la impres-
criptibilidad y la inembargabilidad fueron desarrolladas directamente 
por el Código Civil (art. 2539) y el Código de Procedimiento Civil (arts. 
407 y 68412), la inalienabilidad no tenía sustento constitucional o legisla-
tivo; se trata, también, de bienes que merecen una protección especial 
contra posibles usurpaciones por parte de los particulares. Ahora bien, 
la falta de un desarrollo claro del alcance de las consecuencias jurídicas 
de este régimen jurídico de protección sigue siendo la regla, lo que ex-
plica la cantidad de decisiones judiciales contradictorias que buscan a 
toda costa construir un régimen jurídico sin tener los instrumentos teóri-
cos de derecho interno que le permitan hacerlo.

Otra consecuencia, quizá la más importante, es que el art. 63 en 
comento banalizó el régimen jurídico de los bienes de uso público. Tra-
dicionalmente, la ley reservaba a los bienes de uso público el tríptico 
de protección –inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad–, 
un régimen jurídico tan estricto no podía sino limitarse a aquellos bie-
nes cuyo uso pertenecía a todos los habitantes. Pero la Constitución de 
1991 reconoció la existencia de otros bienes y afectaciones al interés 
general que merecen la mencionada protección y dejó, para tal efecto, 
al legislador la opción de darle el mismo tratamiento a otras categorías 
de bienes según las necesidades de interés general. Lo anterior quiere 
decir que el art. 63 no se refi ere exclusivamente a los bienes de uso pú-

11 PIMIENTO 2014.
12 Ahora arts. 375 y 593 del Código General del Proceso.
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blico, sino a los bienes inalienables, inembargables e imprescriptibles, 
dentro de los cuales se enmarcan indudablemente los bienes de uso 
público13; la relación es entonces de género a especie.

El régimen fue banalizado porque se aplica tanto a propiedades 
públicas como privadas. Por lo tanto, los bienes públicos que hacen 
parte del sistema nacional de parques naturales14, las propiedades pú-
blicas que tienen una afectación a un interés general arqueológico15 y 
los bienes de uso público son inalienables, inembargables e imprescrip-
tibles; pero lo son también las tierras comunales de grupos étnicos, las 
tierras de comunidades indígenas y los bienes privados que hagan par-
te del sistema nacional de parques naturales. En este sentido, ¿cómo se 
podría conciliar esta norma con el principio constitucional de respeto a 
la propiedad privada consagrado en el art. 5816?

La respuesta no es fácil puesto que toca lo más profundo de uno 
de los principios fundamentales de las sociedades occidentales: el res-
peto de la propiedad privada17. Es necesario, en primer lugar, afi rmar 
que no existe duda alguna de que las tierras comunales étnicas e indí-
genas son propiedades privadas, comunales es cierto, pero privadas de 
los grupos mencionados18. La propiedad comunal merece una protec-

13 Esta afi rmación es de una importancia capital, puesto que la interpretación errónea 
del artículo 63 de la Constitución ha llevado a la Corte Constitucional a afi rmar que “Es 
importante en primer lugar aclarar que algunos de los bienes mencionados en el art. 63, 
aunque son bienes de uso público no son espacio público (p. ej. las tierras comunales, los 
resguardos)” (SU-360/99). Se trata de una confusión grave entre dos nociones que son 
completamente distintas, en primer lugar, porque la categoría de los bienes de uso pú-
blico requiere como requisito esencial la pertenencia a una persona de derecho público y 
las tierras comunales son propiedades privadas, en segundo lugar, porque el Decreto N° 
1504, de 1998 establece sin ambages que todos los bienes de uso público hacen parte 
del espacio público. 
14 Ley N° 2 de 1959 y el Decreto-ley N° 2811 de 1974.
15 Ley N° 397 de 1997.
16 Según el artículo 58 de la Constitución Política de Colombia: “Se garantizan la propie-
dad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no 
pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de 
una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en confl icto 
los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado 
deberá ceder al interés público o social//La propiedad es una función social que implica 
obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica (...)”. 
17 PIPES 2002; GROSSI 1992, 73 y ss.; UNDERKUFFLER 2003; TROTABAS y RENARD 1930; DUGUIT 
2008; XIFARAS 2004.
18 Esta propiedad colectiva encuentra su fundamento en el reconocimiento de la diversi-
dad cultural y étnica de Colombia (arts. 1, 7 y 8 de la Constitución Política de Colombia), 
el régimen de estos bienes esta regulad en los arts. 63 y 55 transitorios de la Constitu-
ción. Son tierras cuya propiedad colectiva es reconocida y adjudicada por el Estado, la 
Ley 70 de 1993 desarrolló ambas disposiciones y creó dos categorías al interior de esta 
propiedad colectiva: una destinada a los usos colectivos, inalienable, inembargable e 
imprescriptible, la otra, destinada al uso privado de cada familia, es enajenable pero 
existe un derecho preferencial de ocupación y compra por parte de los demás miembros 
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ción especial puesto que su fi nalidad es mantener vigentes las costum-
bres ancestrales de determinados grupos que dan testimonio de una 
historia muchas veces olvidada. Por lo anterior, no se puede decir que 
estos territorios entren dentro del espectro de aplicación del art. 58 de 
la Constitución que se refi ere a la propiedad individual o social, pero no 
a la comunal. Una cuestión más compleja es la de los bienes privados 
que hacen parte del sistema nacional de parques naturales o del patri-
monio arqueológico de la Nación.

El sistema nacional de parques naturales se compone de bienes pú-
blicos y privados19, se trata de una afectación al interés general de tipo 
ambiental que limita los derechos del propietario público o privado. Con 
anterioridad a la promulgación de la Constitución de 1991 se expidió la 
Ley 2, de 1959 por cuya virtud todos los bienes que integren dicho sis-
tema estarían sometidos a la regla de la inalienabilidad; en efecto, el art. 
13 de dicha Ley, prohíbe “la venta de tierras” en esas zonas, así como 
otro tipo de actos de explotación agrícola o industrial, solamente se po-
drán realizar actividades de investigación científi ca o turísticas, este ar-
tículo fue objeto de análisis por parte de la Corte Constitucional (sen-
tencia C-189/06) en esa ocasión la Corte consideró que con base en la 
función social de la propiedad era posible y permitido prohibir la venta 
de tierras de aquellos bienes afectados al sistema de parques naturales 
nacionales. Según la Corte, es “compatible con el núcleo esencial del 
derecho a la propiedad privada que el legislador establezca prohibiciones 
temporales o absolutas de enajenación sobre algunos bienes, siempre 
y cuando se acredite que las mismas, además de preservar un interés 
superior que goce de prioridad en aras de salvaguardar los fi nes del Es-
tado Social de Derecho, mantienen a salvo el ejercicio de los atributos de 
goce, uso y explotación, los cuales no solo le confi eren a su titular la posi-
bilidad de obtener utilidad económica, sino también le permiten legitimar 
la existencia de un interés privado en la propiedad”20, en el caso concreto 
es evidente que los límites a la posibilidad de explotar estos bienes que 
generó la afectación no tocan de manera exclusiva lo referente a la dispo-
sición del bien, sino también a los atributos de uso y goce del mismo21.

Así las cosas, el régimen de los bienes públicos en Colombia tiene 
ciertas particularidades que podemos exponer de la siguiente manera:

de la comunidad. Cf. Corte Constitucional, sentencias T-652/98, T- 380/93, SU-510/98, 
T-955/03, C-180/05, T-703/08. 
19 Art. 327 del Código Nacional de Recursos Naturales.
20 C-189/06 (2006). La jurisprudencia anterior a la Constitución de 1991, interpretó esta 
norma en el sentido de obligar al particular a venderle sus terrenos al Estado, C.E. (1983). 
Cf. SANTAELLA 2010. Sin embargo, dichas afectaciones pueden generar la responsabilidad 
del Estado en los términos expresados en la sentencia C.E. (2012).
21 El art. 13 de la Ley N° 2 de 1959 permite de manera general los usos turísticos o 
científi cos. 
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i) Existe, desde la promulgación del Código Civil, una supuesta 
summa divisio binaria de bienes públicos entre los bienes de uso públi-
co y los bienes fi scales.

ii) La anterior clasifi cación debe ser revisada a la luz de lo dis-
puesto por la Constitución Política respecto de la consagración 
constitucional de un régimen jurídico de algunos bienes públicos 
(subsuelo, patrimonio arqueológico, participación social del Estado) 
y de afectaciones al interés general (espacio público, interés cultural 
o ambiental). Es decir, en el Derecho colombiano no es sufi ciente dis-
tinguir entre las dos categorías tradicionales de bienes públicos, sino 
que el espectro de intervención del Estado en la propiedad, tanto en 
su calidad de propietario como en aquella de poder público frente a 
las propiedades públicas y/o privadas, se amplía de manera sustancial 
a todos aquellos aspectos que el constituyente primario consideró 
o que el legislador considere que son bienes que por sus especiales 
condiciones o por la fi nalidad que con ellos se cumpla merecen una 
protección especial.

iii) El régimen de los bienes públicos en Colombia ostenta un carác-
ter mixto, puesto que para los bienes de uso público y otros que la Cons-
titución indique el régimen jurídico es de naturaleza constitucional, mien-
tras que para el resto de bienes el régimen jurídico es de carácter legal.

II. Elementos para una teoría de la propiedad pública en el Derecho 

Colombiano

1. La evolución de una teoría. Defensores y detractores de la 
propiedad pública

No es el momento de entrar en el detalle de las diferentes teorías que 
se han forjado alrededor de la propiedad de los bienes públicos a lo 
largo de los últimos dos siglos, ya lo hemos hecho en otra oportuni-
dad22. Sin embargo, sí vale la pena esbozar sus principales elementos 
para darle mayor claridad a los planteamientos que siguen, hemos 
identifi cado dos grupos de teorías, siguiendo su momento de aparición.

a) Las teorías clásicas: el derecho de guarda y superintendencia y 
la propiedad administrativa. En un primer momento, siguiendo tanto 
el modelo de propiedad imperante en ese momento –propiedad in-
violable, absoluta y sagrada– como el del Estado-gendarme, típico del 
siglo XIX, se consideró como un imposible que las personas de derecho 
público pudieran detentar un derecho de propiedad frente a los bienes 
de uso público –que para ese momento se identifi caban plenamente 

22 PIMIENTO 2014, 148 y ss.
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con el dominio público–; en efecto, tratándose de bienes cuyo uso se 
reservaba a los particulares, que no podían ser vendidos, la doctrina no 
tuvo otra salida que considerar que respecto de los bienes de uso pú-
blico operaba un derecho de guarda y superintendencia, un derecho de 
administración que se perfi laba más como un deber de poner a disposi-
ción de los particulares los mencionados bienes. Al encontrarse ligados 
a la libertad de circulación, era un imposible jurídico que una persona 
de derecho público pudiere ser propietario de estos bienes. Se echa-
ban de menos los principales elementos de la propiedad el ius utendi, 
el ius abutendi y la posibilidad de excluir a terceros; por ello, no sin 
razón J. V. B. Proudhon afi rmó: “[e]l dominio público no es para nadie, 
ni siquiera para el Estado, un dominio de propiedad, porque ninguno 
puede excluirse de su uso”23.

La anterior postura doctrinal obtuvo un éxito importante en los 
autores posteriores, particularmente en la escuela del servicio público, 
quienes negaban la aplicación de instituciones del Derecho privado al 
Derecho Administrativo y particularmente de L. Duguit, para quien la 
propiedad como derecho subjetivo no podía existir, dándole prevalen-
cia a la idea de función social.

Sin embargo, mediante el análisis de los iura de usus, fructus, et 
abusus, M. Hauriou encontró las características de la propiedad admi-
nistrativa. La base de la teoría de Proudhon era la imposibilidad de apli-
car las reglas de la propiedad privada a los bienes del dominio público 
por la ausencia de los elementos que la componen. Pero, según los de-
fensores de la propiedad administrativa, los elementos de la propiedad 
se encuentran en el dominio público pero con un alcance distinto: i) El 
usus existe pero limitado por el uso “al cual la cosa está destinada”24; 
ii) El fructus existe puesto que la persona pública tiene la competencia 
para establecer pagos por el uso privativo de estos bienes, por ejemplo 
en el caso de concesiones25, siempre y cuando ello se haga respetando 
las reglas de afectación del bien; fi nalmente, iii) El abusus existe, pero 
limitado por la obligación de realizar la desafectación previa, sometido 
al respeto de las reglas que rigen esta propiedad fi duciaria.

Dos series de argumentos suplementarias fueron esbozadas por M. 
Hauriou. Una de ellas parece infalible desde el punto de vista del dere-

23 En el mismo sentido, “el dominio público difi ere esencialmente del dominio de propie-
dad, puesto que solo se aplica a las cosas que no pertenecen a nadie; mientras que por 
el contrario el dominio de propiedad solo tiene por objeto las cosas que pertenecen a un 
dueño que goza de estos de forma exclusiva”, PROUDHON 1843, 242 y 243; sobre el mismo 
punto ver DE GAUDEMAR 2006, 113.
24 HAURIOU 2002, 789. 
25 HAURIOU 2002, 784. Cf. LAUBADÈRE 1935, 198 y ss., para quien la percepción de la retribu-
ción por la ocupación privativa de un bien del dominio público es una típica expresión de 
la propiedad. 
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cho francés: ¿qué sentido tiene la regla de la inalienabilidad si el bien 
no puede ser objeto de propiedad y, por tanto, no puede ser vendido? 
Si el argumento sobre el que reposan las teorías que niegan la propie-
dad es que la desafectación tiene la potencialidad de hacer que el bien 
haga parte del dominio privado, convirtiéndose por ese solo hecho en 
objeto de propiedad privada de la persona pública, “sería difícil admitir 
que la desafectación pudiera tener la capacidad de crear la propiedad, 
si esta no fuera preexistente”26. La otra serie de argumentos tiene que 
ver con el llamado “metro cuadrado”, según el cual es irrazonable con-
siderar que el dominio público es, en su integralidad, extraño a la idea 
de apropiación, puesto que la realidad muestra que no son pedazos en-
teros y abstractos del dominio los que son objeto de disposición, sino 
partes pequeñas, metros cuadrados, sobre los cuales no hay duda que 
el Estado detenta un derecho de propiedad27.

¿Cuál es la naturaleza de esta propiedad? ¿Se trata de la propiedad 
privada? La respuesta a estas preguntas es el objeto central de la teoría 
de M. Hauriou. Para el autor, la propiedad que se ejerce sobre el dominio 
público no es fundamentalmente distinta de la propiedad privada28. En 
primer lugar, se considera que la propiedad tipo de las personas públi-
cas es el dominio privado29, pero será en virtud de la afectación que las 
reglas de gestión cambian, afi rma entonces que “[e]n suma, no habría 
sino una sola propiedad administrativa, y dos masas de bienes, los unos 
destinados a una utilidad pública y los otros no, todos los efectos del 
dominio público se ligan a la afectación”30. La propiedad administrativa 
reposa entonces sobre la idea de afectación –directa o indirecta– a una 
utilidad pública31. El problema se desplaza, así, de la existencia del dere-

26 HAURIOU 2002, 782.
27 En este sentido, no son solamente las reglas de la inalienabilidad o de la imprescriptibi-
lidad las que toman su verdadero valor ‘desde el punto de vista del metro cuadrado’, sino 
también la afi rmación que las dependencias del dominio público … son por el contrario 
propiedades públicas sometidas a una afectación … se trata de considerar la orilla o el río 
en tanto que agregados de pequeñas parcelas, pues se trata de saber si cierto número de 
metros cuadrados de la orilla del mar o del lecho del río, sustraídos gracias a la acción del 
agua (lo que se produce frecuentemente), no son objetos de propiedad de los cuales la Ad-
ministración puede disponer luego de su desafectación”. HAURIOU 2002, 791-792.
28 No obstante no son iguales “la propiedad del dominio público no puede ser funda-
mentalmente diferente de la propiedad privada puesto que contiene en principio prerro-
gativas análogas pero esas prerrogativas están modifi cadas por la afectación de manera 
tan profunda que la propiedad del dominio público no es más la propiedad privada sino 
una propiedad administrativa”, DE LAUBADÈRE 1950, 16.
29 “Por lo tanto el dominio privado es la forma natural de la propiedad administrativa”. 
HAURIOU 2002, 787. 
30 HAURIOU 2002, 787.
31 “D’ailleurs –señala M. Hauriou– le principe de l’inaliénabilité du domaine public ne 
porterait pas ce nom signifi catif s’il ne s’agissait pas des choses qui pourraient être 
aliénées si une interdiction légale ne s’y opposait pas”. HAURIOU 2002, 783.
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cho de propiedad a su ejercicio –dominio público y dominio privado–. En 
este orden de ideas, el dominio público sería una “propiedad administra-
tiva gravada con la afectación”32. Esta afectación genera la amplifi cación 
(derecho de afectar o desafectar, delimitación del bien, competencias de 
policía, o la realización de concesiones), o de limitar (modifi cación del 
usus, del fructus y del abusus) los derechos derivados de la propiedad33.

b) Las teorías modernas: la propiedad pública y la titularidad de 
los bienes de uso público. Recientemente, surgió en Francia una nueva 
teoría mediante la cual se probaría que el dominio público no es una 
forma de propiedad o un conjunto de bienes, sino un régimen jurídico 
aplicable a aquellos bienes públicos afectos al interés general. Se pue-
den, entonces, identifi car claramente dos momentos: la determinación 
de la naturaleza de la persona jurídica propietaria (propiedad pública o 
privada) y la aplicación de un régimen jurídico de afectación34 (el domi-
nio público si se trata de una propiedad pública o un régimen especial 
en el caso de la propiedad privada35). De esta manera, “sin reducirla a 

32 DE LAUBADÈRE 1935, 198. Idea que fue vivamente criticada por A. de Laubadère por 
cuanto la propiedad administrativa terminaría siendo exactamente lo mismo que el do-
minio público por su estrecha relación con el dominio público, DE LAUBADÈRE 1950, 25. Por 
su parte, H. Moysan criticó la idea de una propiedad privada fi nalista puesto que ella, en 
su sentir, no existe en el derecho francés, pero también porque “cualquiera que sea la 
importancia de las restricciones al ejercicio del derecho de propiedad, son solamente ex-
cepciones al principio de libertad que guía su régimen”, 212 y más adelante, refi riéndose 
explícitamente al dominio público: “La tesis de la propiedad administrativa es entonces 
eminentemente refutable en razón de su fi nalismo : no solamente el modelo de una 
propiedad fi nalizada causa ruptura con los principios del derecho contemporáneo de la 
propiedad sino que además la fi nalización de la ‘propiedad pública’ conduce a proporcio-
nar a las colectividades un derecho débil”, MOYSAN 2001, 212; sin embargo, la propiedad 
nunca ha sido ese derecho absoluto, inviolable y sagrado que se le ha intentado atribuir 
a la codifi cación, al contrario, las limitaciones que la propiedad sufre son numerosas e 
importantes, de esto dan fe el derecho urbanístico o el derecho ambiental. La cuestión 
no es tanto saber si la propiedad tiene un elemento fi nalista, sobre este punto no puede 
haber duda alguna, vivimos en sociedad y todos los bienes de una persona privada pue-
den resultar necesarios para cumplir fi nes de interés general. Lo que es importante es la 
determinación de los límites que existen entre la afectación al interés general y el hecho 
que una ley vacíe de todo su contenido el derecho del propietario.
33 HAURIOU 2002, 788.
34 “Il faut distinguer –afi rma Ph. Yolka– un socle de règles communes (incessibilité, insai-
sissabilité) et un autre groupe de règles (celles correspondant à la domanialité publique), 
dont l’application doit être calquée sur les exigences de l’affectation”, YOLKA 1997, 598. 
En el mismo sentido lo señaló GAUDEMET 2010, XV en el prefacio al Code général de la 
propriété des personnes publiques, “[l]a domanialité publique et la domanialité privée 
apparaissent alors comme des régimes fonctionnels, s’appliquant aux propriétés pu-
bliques, et non pas, par elles-mêmes, comme des formes de propriété”.
35 Mucho se ha dicho recientemente en el derecho francés respecto de la posibilidad 
de aplicarle un régimen análogo al del dominio público a la propiedad privada, espe-
cialmente a partir de la privatización de empresas públicas como EDF, France Télécom y 
Aeropuertos de París, lo cierto es que, por ahora, este régimen sui generis se encuentra 
reservado a aquellas personas que habiendo sido públicas continúan prestando un servi-
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sus utilidades sino al mecanismo que las permite, la propiedad vuelve a 
ser considerada como una relación entre una persona y un bien”36. Esta 
teoría es una fotografía adecuada del derecho francés actual, el cual la 
tomó para construir en torno suyo el Código General de Propiedad de 
las Personas Públicas-CGPPP37.

A partir de esta idea, la propiedad pública no puede seguir sien-
do considerada como un derecho de naturaleza privada, sino como un 
concepto más general que el dualismo típico entre Derecho privado 
y Derecho público38. En este sentido, la propiedad será pública o pri-
vada dependiendo de la naturaleza jurídica del propietario. En efecto, 
“la idea de una propiedad pública específi ca, distinta de la propiedad 
privada, se liga a un concepto funcional de una protección más fl exible 
de los bienes públicos ligada a la afectación. La síntesis entre la tesis de 
Hauriou y la antítesis de Capitant se encuentra en la asociación de una 
Concepción orgánica de la propiedad pública y de una visión funcional 
del dominio público”39.

La pregunta que debe responderse después será la de la natura-
leza de la propiedad pública. Su identidad no puede ponerse en duda, 
puesto que la doctrina francesa encontró dos consecuencias a la exis-
tencia de este tipo de propiedad: la inembargabilidad40 y la imposibili-
dad de cederla por debajo del valor comercial del bien sin una corres-
pondiente contrapartida41. En lo atinente a su naturaleza, más allá de su 
régimen jurídico, la situación no parece tan clara, en efecto, según Ph. 
Yolka, “si un derecho de propiedad único se ejerce sobre los dominios 
público y privado, este derecho difi ere de la propiedad privada. Cons-
tituye un derecho de propiedad pública cuya originalidad se deriva de 
la calidad de su propietario”42. Para Y. Gaudemet, el CGPPP incluye un 
“derecho de propiedad en sustancia de la misma naturaleza del dere-
cho privado” y concluye que “se debe aceptar que la propiedad de las 

cio público después de su privatización. Cf., para citar solo algunos, PEYRICAL 1997, 13-29; 
LAVIALLE 1996; FRAISSE 2005; FATÔME 2006, 178-183; CHAMARD-HEIM 2005, 99-103; BRACONNIER 
2006; BRISSON 2005, 1835-1843; GAUDEMET 1996, 259-271. 
36 BIOY 2006, 964. 
37 Para tener una visión de conjunto del Code Général des Propriétés des Personnes Pu-
bliques, Cf. MAUGÜÉ y BACHELIER 2006, 1078; FATÔME 2009, 2326; NICINSKY 2008, 45; GAUDE-
MET 2006, 403; LABETOULLE 2006, 1359. 
38 Por lo tanto, “existe ciertamente, a nivel de generalidad superior, un concepto unitario 
de propiedad, que no es ni privada, ni pública. A la que se vinculan nociones derivadas, 
propiedad privada de una parte, propiedad pública de otra. Corresponden a esas nocio-
nes un cierto número de regímenes que varían en función de los bienes y de las personas. 
YOLKA 1997, 4. 
39 YOLKA 1997, 613.
40 B.R.G.M. (1987). 
41 YOLKA 1997, 578 y ss.
42 YOLKA 1997, 517.
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personas públicas sobre sus bienes, dominio público y privado, es la 
misma de las personas privadas sobre sus bienes”43.

Producto del Derecho español, pero no mayoritaria en el seno 
de la doctrina44, es la teoría de la titularidad de los bienes del dominio 
público. La idea de la titularidad de los bienes de uso público surge de 
las contradicciones y las incoherencias que se presentan al momento de 
aplicar la teoría de la propiedad pública a los bienes de uso público. Se 
trata de una respuesta a las diferencias prácticas y jurídicas que existen 
entre las categorías internas del dominio público, especialmente en el 
Derecho español. En este sentido, la pregunta que se busca resolver es 
la siguiente: “si la realidad muestra que en el dominio público realmen-
te nos encontramos ante competencias distintas –coordinadas entre 
sí–, que son los que determinan el ámbito de los poderes de cada ente 
¿qué queda del titular del demanio?”45.

La construcción teórica comienza por la constatación de la inaplica-
bilidad de la propiedad al dominio público, o mejor, que la propiedad 
no permite explicar el abanico de posibles relaciones existentes entre 
las personas de derecho público y los bienes del dominio público. De 
esta manera, “el bien demanial se transforma en el vehículo para la rea-
lización de una serie de actividades que activan las competencias de los 
entes o, en su caso, la consecución de los fi nes determinantes de la de-
manialidad se conecta a ámbitos competenciales distintos, que ya exis-
tían con anterioridad y que dividen todas las funciones que se ejercitan 
sobre la realidad física en función de la conexión con el ámbito de inte-
reses de cada ente”46. El elemento más interesante de esta teoría es que 
ella parte de un análisis dualista: por un lado, la diferencia extrema que 

43 GAUDEMET, YOLKA et al. 2010.
44 La doctrina española utilizó el criterio de la propiedad administrativa para renovar 
el derecho español de los bienes públicos. Partiendo de la recepción de las ideas del 
maestro de Toulouse por FERNÁNDEZ DE VELASCO 1921, en su artículo Naturaleza jurídica del 
dominio público según Hauriou, los autores aceptaron el acercamiento al dominio públi-
co como una forma de propiedad administrativa. De esta manera, “el dominio público 
es –según ALVAREZ-GENDIN 1956–, en suma, una forma de propiedad especial privilegiada 
de los entes públicos, afectada a la utilidad pública, a un servicio público o al interés na-
cional” (en el mismo sentido GONZÁLEZ-BERENGUER 1968). Esta posición dejaría una marca 
imborrable en los autores españoles de los años 50 y 60 del siglo XX, que comenzaron a 
considerar el dominio público como un título o una técnica de intervención administrativa 
para garantizar las fi nalidades establecidas en el acto de afectación del bien, teoría admi-
tida por la mayoría de la doctrina en el día de hoy y por la legislación, de lo cual da cuen-
ta la Ley 33 de 2003, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.
45 GONZÁLEZ GARCÍA 1998, 19. 
46 “Lo que se constata al estudiar las leyes reguladoras de los sectores demaniales es que 
no constituyen propiamente ‘leyes de bienes’, sino, por el contrario, leyes de la actividad 
administrativa en determinados ámbitos, con una peculiaridad: se trata de una interven-
ción tan intensa que precisa la separación del bien del trágico jurídico, esto es, incluirlo 
en el dominio público”. GONZÁLEZ GARCÍA 1998, 124. 
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existe entre los bienes que hacen parte del dominio público, por el otro, 
las diferentes expresiones del poder público que se ejercen sobre esos 
bienes, lo cual genera una importante consecuencia sobre su régimen 
jurídico. De esta manera, las características de inalienable, inembargable 
e imprescriptible del dominio público, pierden importancia frente al ré-
gimen de la función administrativa que se ejerce mediante esos bienes47.

La idea de titularidad toma en cuenta la especialidad de los bienes 
de uso público pero la lleva mucho más lejos, puesto que considera 
que el criterio que determina el régimen jurídico de estos bienes es 
el entramado de las competencias que se superponen al régimen del 
bien según las distintas afectaciones que se prediquen del mismo48. La 
titularidad que detentan las personas públicas sobre el bien, no es tan 
relevante como las competencias de gestión que las distintas autorida-
des tienen. En los términos de González García, “el convertirse en es-
pacios abiertos al ejercicio de las competencias de los entes públicos se 
traduce en la relación que existe sobre ellos, siendo peculiar que todos 
los entes intervienen y que ninguno pueda considerarse vinculado es-
pecialmente con un bien, sino con una función concreta que se ejercita 
con él”49. Por lo tanto, resulta inútil el ejercicio de buscar un titular o un 
propietario de los bienes de uso público –la propiedad de los bienes 
destinados a un servicio público o a la riqueza nacional no está puesta 
en duda– por cuanto no podría haber un derecho real de dominio pú-
blico, no hay una relación entre el sujeto y el objeto, sino en la compe-
tencia sobre el bien y la persona de derecho público, en otras palabras, 
se es titular de la competencia y no del bien50.

Se trata de un concepto que actualiza las teorías que niegan la 
propiedad sobre el dominio público, y recuerda que el debate central 
en esta materia gira en torno a la existencia o no de la propiedad y su 
naturaleza. Es claro que la teoría de la titularidad del dominio público es 
interesante y podría relativizar, en algunos casos, una concepción dema-
siado patrimonial derivada de la propiedad pública, particularmente para 

47 “Lo realmente relevante no es la cosa en sí misma, el trozo de realidad ocupado por la 
N-IV, sino, por el contrario, la función, el cómo se puede lograr construir la vía más ade-
cuada que sirva para el tránsito de personas y bienes de la mejor manera entre Madrid y 
Cádiz”. GONZÁLEZ GARCÍA 1998, 16.
48 “Por ello, es posible que la titularidad se deba ir trasladando de los bienes a las com-
petencias que se ejercitan sobre él, competencias que no son sino la manifestación de los 
títulos generales de atribución de potestad que tienen cada uno de los entes públicos”, 
GONZÁLEZ GARCÍA 1998, 158, lo que quiere decir que “ni desde el punto de vista de la re-
lación jurídica (no nos encontramos, según se vio en el capítulo anterior, ante una propie-
dad) ni desde el modo de división del poder sobre el demanio (todos los entes públicos 
disponen de competencia soberana sobre él) se puede mantener la condición jurídica de 
titular de un bien del dominio público”, GONZÁLEZ GARCÍA 1998, 160.
49 GONZÁLEZ GARCÍA 1998, 75. 
50 GONZÁLEZ GARCÍA 2005, 77. 
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los bienes ambientales. Sin embargo, no explica de manera satisfactoria 
la relación de las personas públicas sobre los bienes que hacen parte 
del dominio público. A pesar de que la propiedad en ocasiones cede el 
lugar principal a las competencias administrativas que se ejercen sobre 
el bien, esta no desaparece, las consecuencias de la desafectación prue-
ban la importancia de su existencia. Esta teoría se ubica en el nivel de la 
afectación y de las competencias, pero deja de lado el de los derechos, 
aspecto necesario para encontrar el responsable de la gestión del bien. 
Ciertamente la propiedad pública explica todos los elementos de la rela-
ción jurídica que liga los bienes de uso público a las personas de derecho 
público, pero también es cierto que la titularidad pública no permite un 
entendimiento integral de todas las particularidades de su régimen jurídi-
co. Buena parte del régimen jurídico de un bien es la naturaleza pública 
de su propietario (formas especiales de adquirir el bien, el régimen con-
tractual, la gestión unilateral, la transmisión de la propiedad, etc.) y no el 
del bien, como realidad material. La teoría de la titularidad pública es, en 
este sentido, aplicable tanto a las propiedades públicas como a las priva-
das51. Así, el argumento de la titularidad pública permitiría afi rmar que la 
propiedad privada no existe porque las autoridades administrativas pue-
den regular el uso del suelo urbano, o que la propiedad pública se borra 
por las limitaciones ambientales existentes respecto de una playa. Más 
aún, se puede afi rmar que el dominio público implica que el bien salga 
del comercio, por lo cual no es tan sencillo indicar simplemente que el 
bien no pueda ser objeto del derecho de propiedad: hay bienes que se 
encuentran fuera del comercio, o en todo caso que son inalienables, in-
embargables y/o imprescriptibles.

2. Naturaleza jurídica en el Derecho colombiano: La propiedad 
pública de raigambre constitucional

Las diferentes teorías respecto de la propiedad de los bienes de uso 
público en el Derecho extranjero y sus homólogas colombianas ya 
fueron explicadas, así como el tratamiento que se le ha dado por la ju-
risprudencia. Existe, sin embargo, una fórmula que puede ser de gran 
utilidad por la generalidad de sus términos: el dominio sui generis. 
En efecto, frente a la claridad del Código Civil, la Sala de Negocios 
Generales de la Corte Suprema de Justicia52 no tuvo otra posibilidad 
que reconocer la propiedad de los bienes de uso público, sin embar-
go, la solución no era sencilla, puesto que, por un lado, a partir de los 
postulados tradicionales de la propiedad civilista, esta no podía conce-
birse sino como un derecho absoluto, exclusivo e ilimitado –según la 
defi nición que aporta el Código Civil francés, “es el derecho de gozar 

51 Cf. SÁINZ MORENO 1999, 482.
52 Competente en aquella época de conocer de algunos litigios en los que se 
encontraran inmersas las personas de derecho público.
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y disponer de un bien de la manera más absoluta”–, por otro lado, un 
objeto, el bien de uso público, respecto del cual el propietario no te-
nía –aparentemente– alguno de esos atributos, mucho menos el más 
importante, el de disponer del bien, de venderlo, de abusar del mismo 
según la expresión de los comentaristas medievales.

“El dominio respecto de los bienes de uso público es un dominio 
sui generis”, fue la respuesta, una fórmula expresiva pero críptica. Ex-
presiva por cuanto implica la inaplicación de los principios clásicos que 
rigen la propiedad privada, pero críptica en cuanto es imposible saber 
cuál es el contenido del derecho y los atributos del dominus. Estas de-
cisiones impidieron la comprensión real de las competencias de las per-
sonas públicas frente a sus bienes de uso público.

Existen, así, dos visiones diferentes sobre el mismo punto: la pri-
mera, según la cual existe un verdadero derecho de propiedad, pero 
particular y específi co, y el otro que, partiendo de la especifi cidad del 
bien, considera que bien de uso público y propiedad son dos institu-
ciones incompatibles. Sin embargo, el ordenamiento jurídico reconoce, 
sin lugar a dudas, la existencia del derecho de propiedad sobre los 
bienes de uso público, lo que genera un problema complementario: las 
características de esta propiedad. Es interesante ver como no existe en 
la jurisprudencia o en la doctrina que permita reconocer los bienes de 
uso público como objeto de propiedad privada. Se trataría, así, de un 
derecho particular, especial, sui generis. Existe, al parecer, un derecho 
de propiedad de las personas públicas único, a pesar del hecho de 
que la teoría clásica de los bienes fi scales le quiere aplicar la propiedad 
privada, pero esta no es la propiedad del Código Civil, adecuada a las 
personas públicas y a sus bienes, se trata de una relación particular que 
liga el bien a su propietario público, diferente de las personas privadas, 
con fundamentos constitucionales específi cos.

De esta manera, la mayor parte de la jurisprudencia y la doctrina 
concuerdan en afi rmar que los bienes fi scales se encuentran sometidos 
al derecho de propiedad privada. Según la Corte Suprema de Justicia, 
“[e]l Estado los posee y administra como un particular”53, por cuanto 
son “elementos positivos de un patrimonio, en este sentido idénticos a 
los que componen el patrimonio de los particulares, se rigen por el de-
recho común, están en el comercio, son enajenables y prescriptibles”54, 
por lo anterior “los entes de derecho público se comportan, en un 
todo, como lo haría un particular”55. El Consejo de Estado ha utilizado 
este acercamiento en un buen número de fallos, así, “los bienes fi scales 

53 C.S.J. (1940).
54 C.S.J. (1961).
55 C.S.J. (1999).
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o patrimoniales pertenecen al Estado como una especie de propiedad 
pública destinada real o potencialmente a la prestación de servicios 
públicos”, pero “como norma general se rigen por la legislación co-
mún”56, los bienes fi scales “se asimilan a los de los particulares”57, 
por lo tanto, el Estado “los posee y los administra de manera similar a 
como lo hacen los particulares con los bienes de su propiedad”58, las 
personas públicas ejercerían frente a los bienes fi scales “ejercen las 
atribuciones propias de los particulares”, y en este orden de ideas no 
habría lugar a “la aplicación de régimen especial alguno para efectos 
de la administración de los bienes fi scales”59. Por su parte, la Corte 
Constitucional concluyó que los bienes fi scales son “en cierto sentido, 
bienes de propiedad privada de las entidades estatales, que los utilizan 
para cumplir unos determinados fi nes de interés general”60.

La doctrina asume, de manera general, la misma posición. Por lo 
tanto, el Estado puede utilizar sus bienes fi scales “para lo que desee 
dentro de los límites de la ley, si se sigue la defi nición común del dere-
cho de propiedad”61. Ahora, aun cuando las competencias de gestión 
de los bienes públicos sean más o menos discrecionales según el bien 
frente al cual se apliquen, la realidad es que los bienes fi scales se en-
cuentran igualmente sometidos a las reglas derivadas de los principios 
de legalidad y de la actividad administrativa. En efecto, un bien fi scal 
puede ser utilizado exclusivamente atendiendo una fi nalidad –directa 
o indirecta– de interés general. La gestión se encuentra limitada por la 
necesaria utilización de procedimientos especiales, protectoras de los 
derechos de los ciudadanos, en el mismo sentido, toda gestión inefi -
ciente de estos bienes se considerará como un detrimento patrimonial 
en el sentido de la responsabilidad fi scal y, eventualmente, disciplinaria 
del funcionario encargado de su gestión. Finalmente, huelga recordar 
que todo bien fi scal es imprescriptible y que, en la medida en que se 
encuentre afecto a un servicio público también será inembargable.

Se trata, entonces, de reglas generales aplicables a toda propie-
dad pública y que marcan su independencia respecto de la propiedad 
privada. No se quiere indicar que el contenido del derecho sea esen-
cialmente distinto, sino que su ejercicio, ya sea que se trate de bienes 
de uso público o de bienes fi scales, es diferente porque la naturaleza 
jurídica del propietario lo es. Esta idea es el fundamento del fallo que 

56 C.E. (1995).
57 C.E. (1996); C.E. (2004); C.E. (2005a); C.E. (2005b); C.E. (2006); C.E. (2007).
58 C.E. (2001a).
59 C.E. (2001b).
60 Ley 9º de 1989 art. 58, C-251/96 (1996).
61 CORONEL 1952, 17.
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declaró la constitucionalidad del antiguo art. 413-4 del C de P. C.62, el 
por cuya virtud se estableció la imprescriptibilidad de todos los bienes 
públicos, en el cual la Corte Suprema de Justicia afi rmó: “ambas clases 
de bienes estatales forman parte del mismo patrimonio y solo tienen 
algunas diferencias de régimen legal, en razón del distinto modo de uti-
lización. Pero, a la postre, por ser bienes de la hacienda pública tienen 
un régimen de derecho público, aunque tengan modos especiales de 
administración… Su afectación, así no sea inmediata sino potencial al 
servicio público, debe excluirlos de la acción de pertenencia, para ha-
cer prevalecer el interés público o social sobre el particular”63.

Esta sentencia permite afi rmar que la unicidad de la propiedad 
pública depende de la pertenencia de distintos tipos de bienes públi-
cos al mismo patrimonio, es decir, al patrimonio público. Bienes de uso 
público y bienes fi scales –siguiendo la distinción que realizó el Código 
Civil– por su propietario se encuentran sometidos a unas reglas sustan-
cialmente distintas de las que rigen la propiedad privada que se aplican 
de manera exclusiva a las propiedades públicas. Más aún, de aceptarse 
la concepción dualista se estaría volviendo a la teoría de la doble per-
sonalidad del Estado, ya en desuso, según la cual unas son las reglas 
que se aplican a la propiedad pública cuando el Estado actúa como un 
particular y otras cuando actúa como Estado, ligada a una idea clásica 
de prerrogativas del poder público. Lo cierto es que las personas de 
derecho público no pueden actuar como particulares, tanto por sus fi -
nes como por las reglas que rigen la actividad administrativa.

A la luz de los textos normativos, la existencia de la propiedad 
pública es una evidencia. Su naturaleza es constitucional; no se encuen-
tra en el art. 58 de la Constitución que se refi ere a la propiedad de las 
personas privadas, sino que se trata de un abanico de garantías y obli-
gaciones que defi nen lo que se es la propiedad pública, en efecto, el 
texto constitucional aporta numerosos elementos de interpretación de 
las competencias del propietario público frente a sus bienes. Pero las 
leyes ya se habían ocupado de determinar un régimen jurídico claro, 
fundando en la pertenencia del bien a una persona de derecho público 
y de los regímenes atinentes a la afectación. En este sentido, el tríptico 
de protección no se aplica sino a los bienes de uso público y a aquellos 
que el constituyente o el legislador reconocieron como susceptibles de 
una protección particular. Existe, así, una primera distinción entre los 
bienes que deben ser la propiedad de una persona de derecho públi-
co, particularmente la Nación, como el espectro electromagnético, el 
subsuelo o el patrimonio arqueológico y otros bienes, sometidos a un 
régimen particular, como los bienes de uso público, los territorios en los 

62 Ahora art. 375 del Código General del Proceso.
63 C.S.J. (1978).
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cuales se asientan comunidades indígenas o afrocolombianas (Ley 70 
de 1993), los bienes ambientales (Código de Recursos Naturales), los 
bienes que hacen parte del espacio público (Ley 9 de 1989) o los bie-
nes destinados a la realización de algún servicio público cuya confi gura-
ción depende de una especie de poder discrecional del constituyente 
o del legislador, según una lógica de irremplazabilidad del bien para 
lograr el interés general en un momento histórico determinado. Este 
dualismo reposa sobre la idea de que existe una propiedad pública o 
privada que subyace a la afectación y que determina la construcción de 
un régimen propio según la categoría y la destinación del bien.

En primer lugar, es necesario afi rmar que el régimen jurídico de un 
bien público se compone de una serie identifi cable de condiciones re-
lativas al titular del bien (lo que hará de una cosa un bien público es su 
pertenencia a una persona de derecho público), a las características del 
bien y a las afectaciones que recaigan sobre él; se trata, en suma, de un 
test de determinación del régimen jurídico.

De esta manera, se requiere determinar la pertenencia del bien, es 
decir, que el propietario del bien sea una persona de derecho público. 
Esta etapa permite establecer dos series de disposiciones: la primera, 
atinente al bien directamente y la otra relativa a las disposiciones que sur-
gen de la naturaleza jurídica del propietario público frente a la disposición 
del bien. En la primera serie de disposiciones se encuentra el hecho de 
que la imprescriptibilidad del art. 407-4 del C. de P. C.64, es una conse-
cuencia directa de la persona de derecho público. En la segunda serie de 
consecuencias se encuentra la aplicación de los principios de la función 
administrativa, consagrados en el art. 209 de la Constitución y en el art. 3 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Admi-
nistrativo (Ley N° 1437 de 2011), pero también de las reglas especiales de 
procedimiento en punto al perfeccionamiento de los contratos estatales 
y a la expedición de los actos administrativo, pero también las reglas es-
peciales de presupuesto y el régimen de responsabilidad por una gestión 
inadecuada –responsabilidades civil, penal, disciplinaria y fi scal–.

En este punto se puede defi nir la propiedad pública como “el 
derecho que tienen las personas jurídicas de derecho público de gozar 
y disponer de sus bienes –de uso público o fi scales según la distinción 
tradicional– en el marco de los principios de igualdad, moralidad, efi -
cacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, atendiendo las 
fi nalidades del interés general” (arts. 2 y 209 Constitución Política). Las 
personas de derecho público disponen, respecto a sus bienes, de todas 

64 El art. 407 del Código de Procedimiento Civil colombiano indica que no es posible 
iniciar un proceso de declaración de pertenencia respecto de los bienes de uso o de los 
bienes que pertenecen a personas de derecho público. Ahora art. 375 del Código Gene-
ral del Proceso.
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las prerrogativas del propietario, limitadas o amplifi cadas, según la des-
tinación que se haya establecido para el bien en cuestión.

Al cabo de esta primera etapa, corresponderá establecer las ca-
racterísticas del bien. ¿Se trata de un bien mueble, inmueble, corporal 
o incorporal? ¿O se trata del espectro electromagnético, el subsuelo, 
el mar o los ríos, o una plaza pública? La determinación de estas carac-
terísticas permite poner un segundo velo en la determinación del régi-
men jurídico del bien, según las reglas especiales que el ordenamiento 
jurídico haya establecido para cada tipo de bien.

La tercera etapa es la de las afectaciones que se aplican a cada 
bien. En efecto, sobre cada bien público o privado se han instaurado 
diferentes tipos de afectaciones. En este sentido, un edifi cio público 
puede estar destinado a un servicio público, pero además puede tener 
un interés sectorial particular (defensa, por ejemplo), y además hacer 
parte del espacio público de la ciudad. Esto quiere decir que no es su-
fi ciente con establecer las reglas de gestión del servicio público, sino 
que además se requiere conocer las reglas de gestión de los bienes de 
interés cultural (Ley 397 de 1997), y las del espacio público (Ley 9 de 
1989 y las disposiciones particulares que al respecto hayan promulga-
do las autoridades locales). Lo mismo se puede afi rmar de las calles y 
caminos (afectaciones al uso público, al servicio público y al espacio pú-
blico) o de las playas (afectaciones al uso público, ambiental, de interés 
cultural, al servicio público de transporte marítimo). La determinación 
del régimen jurídico aplicable surgirá, entonces, del análisis de cada ca-
tegoría de bienes individualmente considerada.

Si el régimen jurídico de base es la propiedad pública (imprescrip-
tibilidad y reglas públicas de gestión), las demás “capas” que se adicio-
nan y que se aplican a los bienes públicos y privados son la consecuen-
cia tanto de las características del bien como de las fi nalidades que el 
ordenamiento jurídico decidió cumplir por su intermedio.

De esta manera, se entrelazan propiedad y afectación. Cada una 
de ellas aporta un elemento de necesario análisis para determinar el 
régimen jurídico de un bien, sea público o privado; la propiedad, como 
institución subyacente pero claramente diferenciable de la afectación 
al interés general, permite dotar a los bienes de uso público de herra-
mientas que permitan explotarlos social y económicamente, maximizan-
do, por un lado, el aprovechamiento colectivo pero que permiten, por 
el otro, su valorización y fi nanciación.

Conclusión

Existen diversos argumentos que permiten afi rmar, sin lugar a dudas, 
que el derecho positivo colombiano se ubica dentro de los sistemas 
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jurídicos que admiten y reconocen la propiedad de los bienes de uso 
público en cabeza de las Administraciones Públicas –de cualquier or-
den, nacional o territorial, instrumentales o principales–, cuya titularidad 
viene directamente determinada por la Constitución, la ley y/o los dife-
rentes modos de adquirirla. Lo anterior, no implica, sin embargo que el 
derecho colombiano permita una indebida patrimonialización –con los 
evidentes riesgos que ello conllevaría– de esos particulares bienes; por 
el contrario, la propiedad pública –que se predica de los bienes de uso 
público y de los fi scales–, de evidente raigambre constitucional, tiene 
un carácter fi nalista, puesto que por su carácter orgánico solo existe 
para proteger el interés general, pero, en un nivel distinto, la específi ca 
afectación al uso público (puesto que existen tantas afectaciones como 
intereses generales se puedan encontrar en determinado ordenamiento 
jurídico) la dota de un carácter funcional, caracterizada en ese caso por 
el tríptico de protección de rango igualmente constitucional (inalie-
nable, imprescriptible e inembargable). En nuestro criterio, el recono-
cimiento de la propiedad pública es una vía adecuada –aunque no la 
única– para proteger el interés general con el que se identifi ca el uso 
público de estos bienes públicos, en la medida en que permite su me-
jor conservación a través de su explotación social y económica.
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